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AMPARO 1109/2024-V

AUDIENCIA CONSTITUCIONAL: En la ciudad de 

Zapopan, Jalisco, siendo las diez horas con dieciséis 
minutos del diez de julio de dos mil veinticuatro, hora y 

fecha señaladas para la celebración de la audiencia 

constitucional en el juicio de amparo 1109/2024-V, Oscar 
Alvarado Mendoza, Juez Séptimo de Distrito en Materias 

Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado de Jalisco, 

quien actúa con Luis Ángel González Plascencia, 
Secretario que autoriza y da fe, encontrándose en audiencia 

pública la declaró abierta con apoyo en el artículo 124 de la 

Ley de Amparo, sin la asistencia de las partes.

Acto continuo, el Secretario hace relación de las 

constancias que obran en el expediente, y en este acto da 

cuenta al Juez, con el escrito inicial de demanda, auto de 

admisión de veintisiete de mayo de dos mil veinticuatro, e 

informe justificado rendido por la responsable; asimismo, 

CERTIFICA: que el expediente se encuentra debidamente 

integrado para dictar sentencia, toda vez que las partes se 

encuentran emplazadas, no existen plazos pendientes por 

transcurrir ni constancias por recabar o recibir.

Abierta la etapa probatoria, el Secretario da cuenta 

con las documentales aportadas por las partes y las 

recabadas de oficio por este juzgado. 

A lo anterior, el Juez acuerda: con fundamento en el 

artículo 119 de la Ley de Amparo, se tienen por desahogadas 

en razón de su propia naturaleza. Por otra parte, se ordena al 

secretario que verifique que el acto reclamado, las 
actuaciones y demás constancias que se tomen cuenta 
para el dictado de la sentencia, se encuentren integradas al 
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expediente electrónico en el Sistema Integral de Seguimiento 

de Expedientes S.I.S.E., de conformidad con lo establecido 

en el artículo 3° de la Ley de Amparo. 

Abierto el período de alegatos, el Secretario hace 

constar que ninguna de las partes los formuló; a lo que el 
Juez acuerda: al no existir alegatos, se concluye esta 
etapa.

Al no existir pruebas por acordar o diligencia alguna 

pendiente de desahogo, se tiene por celebrada la audiencia 

constitucional, en términos de la presente acta, y se procede 

al estudio de las constancias relativas, para dictar la 

sentencia que en derecho corresponda.

V I S T O S, para resolver los autos del juicio de amparo 
1109/2024-V; y,

R E S U L T A N D O

1. PRIMERO. Por escrito presentado el veinte de mayo de dos 
mil veinticuatro, a través del Portal de Servicios en Línea del 

Poder Judicial de la Federación,  *******  ******* 

*******, por propio derecho, promovió juicio de amparo 

indirecto contra la autoridad y por el acto que indicó en su 

demanda.

2. SEGUNDO. La demanda se turnó a este Juzgado Séptimo de 

Distrito en Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en el 

Estado de Jalisco, la que se registró con el número de juicio 

de amparo 1109/2024-V y, previa aclaración, por acuerdo de 
veintisiete de mayo de dos mil veinticuatro, se admitió. 

Tramitado el juicio, en su oportunidad se celebró la audiencia 

constitucional, con el resultado que se asienta en el acta 

respectiva; y,
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C O N S I D E R A N D O

3. PRIMERO. Este Juzgado Séptimo de Distrito en Materias 

Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado de Jalisco, es 

competente para resolver el presente juicio de amparo, de 

conformidad con los artículos 103, fracción I, y 107, 

fracciones III y VII, Constitucionales; 1º, fracción I, 37 y 107, 

fracción II, de la Ley de Amparo; así como el numeral 57 de la 

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

4. SEGUNDO. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 

74, fracción I, de la ley de la materia, se precisa que del 

estudio integral de la demanda y demás constancias de 

autos, el acto reclamado se hace consistir en:

 La resolución de  **  **  *****  **  ****, por la que se 

resolvió el recurso de revisión ********** en la que se 
determinó que el sujeto obligado había incumplido en 

entregar la información y se le otorgó el término 

establecido en la norma para realizar la entrega de lo 

peticionado; además, se consideró no imponer 

sanciones al sujeto obligado, no obstante el sentido de 

la resolución (acto que se reclama del Instituto de 

Transparencia, Información Pública y Protección de Datos 
Personales del Estado de Jalisco).

5. TERCERO. Es cierto el acto reclamado del Instituto de 
Transparencia, Información Pública y Protección de 
Datos Personales del Estado de Jalisco, consistente en la 

resolución de  **  **  *****  **  ****, por la que se resolvió el 

recurso de revisión ********** en la que se determinó que el 

sujeto obligado había incumplido en entregar la información y 

se le otorgó el término establecido en la norma para realizar 

la entrega de lo peticionado; además, se consideró no 

imponer sanciones al sujeto obligado, no obstante el sentido 
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de la resolución, pues reconoció su existencia al rendir 

informe justificado.

6. Además, se corrobora con las copias certificadas de las 

constancias de dicho recurso, documentales que cuentan con 

pleno valor probatorio conforme a los artículos 129 y 202 del 

Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicado 

supletoriamente a la Ley de Amparo, de acuerdo a su 

numeral 2°, al ser expedidas por un funcionario en el ejercicio 

de su encargo.

7. CUARTO. No cabe el análisis del fondo del asunto, pues el 

amparo deviene improcedente, al actualizarse la causa a que 

hace referencia la fracción XII del artículo 61 de la Ley de 
Amparo, en términos de lo establecido en la fracción I del 
artículo 5o de esa ley1, los cuales indican que el juicio de 

1 “Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente:  
(…)

XII. Contra actos que no afecten los intereses jurídicos o legítimos 
del quejoso, en los términos establecidos en la fracción I del 
artículo 5o de la presente Ley, y contra normas generales que 
requieran de un acto de aplicación posterior al inicio de su 
vigencia;”

“Artículo 5o. Son partes en el juicio de amparo: 
(…)

I. El quejoso, teniendo tal carácter quien aduce ser titular de un 
derecho subjetivo o de un interés legítimo individual o colectivo, 
siempre que alegue que la norma, acto u omisión reclamados 
violan los derechos previstos en l artículo 1o de la presente Ley y 
con ello se produzca una afectación real y actual a su esfera 
jurídica, ya sea de manera directa o en virtud de su especial 
situación frente al orden jurídico. --- El interés simple, en ningún 
caso, podrá invocarse como interés legítimo. La autoridad pública 
no podrá invocar interés legítimo. --- El juicio de amparo podrá 
promoverse conjuntamente por dos o más quejosos cuando 
resientan una afectación común en sus derechos o intereses, aun 
en el supuesto de que dicha afectación derive de actos distintos, 
si éstos les causan un perjuicio análogo y provienen de las 
mismas autoridades. --- Tratándose de actos o resoluciones 
provenientes de tribunales judiciales, administrativos, agrarios o 
del trabajo, el quejoso deberá aducir ser titular de un derecho 
subjetivo que se afecte de manera personal y directa; --- La 
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amparo es improcedente contra actos que no afecten los 
intereses jurídicos o legítimos de los quejosos, es decir, 

hacen referencia a que éstos sean titulares de un derecho 

subjetivo, el cual debe ser afectado por el acto reclamado 

para que no se actualice la causa de improcedencia, 

hipótesis cuyo origen encuentra sustento en lo establecido 

por la fracción I, del artículo 107 Constitucional2. 

8. Ahora, cabe precisar que las normas que tutelan el interés 

jurídico, son susceptibles de generar derechos subjetivos en 

beneficio de personas determinadas; pueden ser 

individualizadas de tal manera que se afecte inmediata y 

directamente el status jurídico de la persona.

9. En cambio, el interés legítimo se refiere a la existencia de 

un vínculo entre ciertos derechos fundamentales y una 

persona que comparece en el asunto, sin que dicha persona 

requiera de una facultad otorgada expresamente por el orden 

jurídico, esto es, la persona que cuenta con ese interés se 

encuentra en aptitud de expresar un agravio diferenciado al 

resto de los demás integrantes de la sociedad, al tratarse de 

un interés cualificado, actual, real y jurídicamente 
relevante, de tal forma que la anulación del acto que se 

reclama produce un beneficio o efecto positivo en su esfera 

víctima u ofendido del delito podrán tener el carácter de quejosos 
en los términos de esta Ley.”

2 “Art. 107.- Las controversias de que habla el artículo 103 de esta 
Constitución, con excepción de aquellas en materia electoral, se 
sujetarán a los procedimientos que determine la ley reglamentaria, 
de acuerdo con las bases siguientes: 

I.- El juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte 
agraviada, teniendo tal carácter quien aduce ser titular de un 
derecho o de un interés legítimo individual o colectivo, siempre 
que alegue que el acto reclamado viola los derechos reconocidos 
por esta Constitución y con ello se afecte su esfera jurídica, ya 
sea de manera directa o en virtud de su especial situación frente 
al orden jurídico. (…)”
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jurídica, ya sea actual o futuro pero cierto. 

10. Además, el interés legítimo no supone una afectación directa 

al status jurídico, sino una indirecta que le permite accionar 

para obtener el respeto a su interés aunque no goce de un 

derecho subjetivo individual. 

11. Así, el interés jurídico al igual que el interés legítimo debe 
quedar plenamente acreditado para que la acción de 
amparo resulte procedente.

12. El primero, supone que se acredite la existencia del derecho 

subjetivo que se dice vulnerado, y que el acto de autoridad 

afecta ese derecho, de donde deriva el agravio 

correspondiente que podrá o no estar justificado, pero que 

legitima el ejercicio de la acción, por ejemplo: quien pretende 

defender un bien de su propiedad frente a un acto concreto 

de la autoridad, debe demostrar por una parte, ser propietario 

del bien que considera afectado, y por otra, que el acto que 

reclama de la responsable está referido a ese bien; esto es, 

la relación entre el derecho subjetivo y el acto de autoridad 

reclamado.

13. Por su parte, para que exista un interés legítimo, se 

requiere de la existencia de una afectación en cierta esfera 
jurídica -no exclusivamente en una cuestión patrimonial-, 

apreciada bajo un parámetro de razonabilidad, y no sólo 
como una simple posibilidad, esto es, una lógica que debe 

guardar el vínculo entre la persona y la afectación aducida, 

ante lo cual, una eventual sentencia de protección 

constitucional implicaría la obtención de un beneficio 

determinado, el que no puede ser lejanamente derivado, sino 

resultado inmediato de la resolución que en su caso llegue a 

dictarse.
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14. Como puede advertirse, el interés legítimo consiste en una 

categoría diferenciada y más amplia que el interés jurídico, 

pero tampoco se trata del interés genérico de la sociedad 

como ocurre con el interés simple, esto es, no se trata de la 

generalización de una acción popular, sino del acceso a los 

tribunales competentes ante posibles lesiones jurídicas a 

intereses jurídicamente relevantes y, por ende, protegidos. 

15. En esta lógica, mediante el interés legítimo, el demandante 

se encuentra en una situación jurídica identificable, surgida 

por una relación específica con el objeto de la pretensión que 

aduce, ya sea por una circunstancia personal o por una 

regulación sectorial o grupal, por lo que si bien en una 

situación jurídica concreta pueden concurrir el interés 

colectivo o difuso y el interés legítimo, lo cierto es que tal 

asociación no es absoluta e indefectible.

16. Pues es factible que un juzgador se encuentre con un caso 

en el cual exista un interés legítimo individual en virtud de 

que, la afectación o posición especial frente al ordenamiento 

jurídico, sea una situación no sólo compartida por un grupo 

formalmente identificable, sino que redunde también en una 

persona determinada que no pertenezca a dicho grupo. 

Incluso, podría darse el supuesto de que la afectación 

redunde de forma exclusiva en la esfera jurídica de una 

persona determinada, en razón de sus circunstancias 

específicas3. 

3 Lo aseverado encuentra apoyo en la Jurisprudencia P./J. 50/2014 
(10a.) del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible 
en la página sesenta, Libro 12, noviembre de dos mil catorce, Tomo I, 
de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, de cuyo rubro y 
texto se lee:  “INTERÉS LEGÍTIMO. CONTENIDO Y ALCANCE PARA 
EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO 
(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN I, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS)”
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17. En el caso, se dice que el peticionario del amparo 

comparece bajo la figura del interés legítimo, que supone la 
comprobación de un daño real, actual, inminente, que 
guarda una estrecha vinculación con la especial 
situación jurídica en la que se sitúa frente al orden 
jurídico, pues se situó en la posición que le corresponde a 

todo ciudadano que solicita una información ante el instituto 

de transparencia señalado como responsable.

18. De ahí que tal calidad, si bien pudiera importar algún interés 

de su parte para reclamar algún aspecto relacionado con la 

legalidad de la actuación del sujeto obligado, de ninguna 

manera puede perderse de vista que, en cambio, sólo le 

confiere un interés simple para exigir la imposición de 

sanciones previstas en la normatividad aplicable, debido a 

que estas últimas, sin duda, constituyen una mera potestad 

discrecional de la autoridad responsable, como se pondrá de 

manifiesto.

19. A raíz de la reforma al artículo 107 constitucional, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de 
junio de 2011, si bien se ampliaron las posibilidades de 
los gobernados para acudir al juicio de amparo, la propia 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través de su 

Primera Sala, se encargó de definir que dicha reforma no 
puede traducirse en una apertura absoluta para que por 
cualquier motivo se acuda al juicio de amparo, debido a 
que se exige al quejoso que demuestre algo más que un 
mero interés simple o jurídicamente irrelevante, 
entendido éste como el que puede tener cualquier 
persona por alguna acción u omisión del Estado pero 
que, en caso de satisfacerse, no se traducirá en un 
beneficio personal para el interesado, en la medida que no 
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supone afectación alguna a su esfera jurídica en algún 

sentido. 

20. Así también, definió que el interés legítimo, en cambio, 
debe ser entendido como aquel interés personal, 
individual o colectivo, cualificado, actual, real y 
jurídicamente relevante, que puede traducirse, en caso 
de concederse el amparo, en un beneficio jurídico en 
favor del quejoso derivado de una afectación a su esfera 
jurídica en sentido amplio, que puede ser de índole 

económica, profesional, de salud pública, o de cualquier otra 

índole.

21. Por su parte, la Segunda Sala de ese alto Tribunal se 

encargó de establecer, adicionalmente, que para que se 
actualice la demostración a un interés legítimo, es 
indispensable que se aduzca ser titular de un derecho o 
de un interés legítimo individual o colectivo; que se 
alegue que el acto reclamado viola los derechos 
reconocidos por la Carta Magna y, sobre todo, que se 
demuestre una afectación a la esfera jurídica de manera 
directa, o en virtud de la especial situación que el 
quejoso guarda frente al orden jurídico. 

22. Lo anterior, se desprende así de las tesis aisladas 1a. 

XLIII/2013 (10a.) y 2a. XVIII/2013 (10a.), que pueden 

consultarse, en las páginas 822 del Libro XVII, Febrero de 

2013, Tomo I, y 1736 del Libro XVIII, Marzo de 2013, Tomo 2, 

ambas correspondientes a la Décima Época del Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, cuyos rubros y textos 

indican: 

“INTERÉS LEGÍTIMO EN EL AMPARO. SU DIFERENCIA 
CON EL INTERÉS SIMPLE. La reforma al artículo 107 
constitucional, publicada en el Diario Oficial de la 
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Federación el 6 de junio de 2011, además de que sustituyó 
el concepto de interés jurídico por el de interés legítimo, 
abrió las posibilidades para acudir al juicio de amparo. No 
obstante lo anterior, dicha reforma no puede traducirse en 
una apertura absoluta para que por cualquier motivo se 
acuda al juicio de amparo, ya que el Constituyente 
Permanente introdujo un concepto jurídico mediante el cual 
se exige al quejoso que demuestre algo más que un interés 
simple o jurídicamente irrelevante, entendido éste como el 
que puede tener cualquier persona por alguna acción u 
omisión del Estado pero que, en caso de satisfacerse, no 
se traducirá en un beneficio personal para el interesado, 
pues no supone afectación a su esfera jurídica en algún 
sentido. En cambio, el interés legítimo se define como 
aquel interés personal, individual o colectivo, cualificado, 
actual, real y jurídicamente relevante, que puede traducirse, 
en caso de concederse el amparo, en un beneficio jurídico 
en favor del quejoso derivado de una afectación a su esfera 
jurídica en sentido amplio, que puede ser de índole 
económica, profesional, de salud pública, o de cualquier 
otra. Consecuentemente, cuando el quejoso acredita 
únicamente el interés simple, mas no el legítimo, se 
actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 
73, fracción XVIII, de la Ley de Amparo, en relación con el 
numeral 107, fracción I, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos”.

“INTERÉS LEGÍTIMO. ALCANCE DE ESTE CONCEPTO 
EN EL JUICIO DE AMPARO. La redacción de la fracción I 
del artículo 107 de la Constitución Federal, dispone qué 
debe entenderse por parte agraviada para efectos del juicio 
de amparo, y señala que tendrá tal carácter quien al acudir 
a este medio de control cumpla con las siguientes 
condiciones: 1) aduzca ser titular de un derecho o de un 
interés legítimo individual o colectivo; 2) alegue que el acto 
reclamado viola los derechos reconocidos por la propia 
Constitución; 3) demuestre una afectación a su esfera 
jurídica de manera directa o en virtud de su especial 
situación frente al orden jurídico; y, 4) tratándose de actos o 
resoluciones provenientes de tribunales judiciales, 
administrativos o del trabajo, aduzca la titularidad de un 
derecho subjetivo que se afecte de manera personal y 
directa. Ahora, para explicar el alcance del concepto 
"interés legítimo individual o colectivo", ante todo, debe 
señalarse que tanto el jurídico como el legítimo suponen 
que existe una tutela jurídica del interés en que se apoya la 
pretensión del promovente, a diferencia del interés simple 
que no cuenta con esa tutela, en tanto que la ley o acto que 
reclama no le causa agravio jurídico, aunque le cause 
alguno de diversa naturaleza como puede ser, por ejemplo, 
uno meramente económico. Por otra parte, debe 
entenderse que al referirse el precepto constitucional a la 
afectación de un derecho, hace alusión a un derecho 
subjetivo del que es titular el agraviado, lo cual se confirma 
con la idea de que en materia de actos de tribunales 
necesariamente se requiere que cuente con un derecho 
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subjetivo, es decir, tenga interés jurídico. Sentado lo 
anterior, el interés legítimo no supone la existencia de un 
derecho subjetivo, aunque sí que la necesaria tutela 
jurídica corresponda a su "especial situación frente al orden 
jurídico", lo que implica que esa especial situación no 
supone ni un derecho subjetivo ni la ausencia de tutela 
jurídica, sino la de alguna norma que establezca un interés 
difuso en beneficio de una colectividad, identificada e 
identificable, lo que supone la demostración de que el 
quejoso pertenece a ella”.

23. En la especie, se reclama la resolución emitida por el 

Instituto de Transparencia, Información Pública y Protección 

de Datos Personales del Estado de Jalisco de ** ** ***** ** 

****, por la que se resolvió el recurso de revisión ********** 

en la que se determinó que el sujeto obligado había 

incumplido en entregar la información y se le otorgó el 

término establecido en la norma para realizar la entrega de lo 

peticionado; además, se consideró no imponer sanciones al 

sujeto obligado, no obstante el sentido de la resolución.

24. Se consideró así, al resultar fundado el recurso interpuesto y 

se requirió al sujeto obligado por conducto del titular de su 

Unidad de Transparencia (partido político  ******), para que 

diera trámite a la solicitud, emitiera y notificara la respuesta 

fundada y motivada en la que pusiera a disposición del 

quejoso la información solicitada, salvo que se tratara de 

información clasificada como reservada, confidencial o 

inexistente lo cual debería estar igualmente fundado y 

motivado conforme a la ley vigente bajo apercibimientos 

legales en caso de incumplimiento, sin que se impusiera 
sanción alguna al sujeto obligado; y, precisamente, es lo 
único que controvierte la parte quejosa.

25. De ahí que era indispensable que aquél comprobara que 

dicha omisión verdaderamente le pudiera deparar algún 

perjuicio directo en su esfera jurídica, sobre todo, si se toma 
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12

en cuenta que la única situación especial que aseguró 

guardar frente al orden jurídico, era la relativa a haber sido 

precisamente él quien solicitó la información al partido político 

que figuró como sujeto obligado ante el mencionado 

organismo de transparencia.

26. Empero, soslayó por completo la obligación a su cargo de 

comprobar, más allá de una mera especulación dogmática, 

conjetural o abstracta, que podrá generarse algún tipo de 

afectación en su perjuicio con motivo de la omisión de 

sancionar económicamente al referido instituto político; lo 
cual pone de relieve que más bien se colocó en la misma 
posición que le corresponde a cualquier ciudadano 
interesado en el cumplimiento de las leyes, misma que, 
sin embargo, no le confiere el interés legítimo necesario 
para instar la protección constitucional. 

27. En efecto, de ninguna manera puede perderse de vista que la 

parte quejosa, si bien figuró como solicitante de la 

información pedida por conducto del instituto de 

transparencia estatal, y ello, sin lugar a dudas, pudiera 

conferirle el interés necesario para impugnar algunos 

aspectos de legalidad relacionados con el cumplimiento de 

las obligaciones asumidas, en materia de transparencia, por 

parte del partido político al que se requirió la información; no 
menos acertado resulta, que ese solo interés no lo 
faculta para controvertir exclusivamente la omisión de 
aplicar sanciones económicas al mencionado sujeto 
obligado, debido a que se trata de una facultad o 
potestad exclusiva del instituto de transparencia, que no 
es capaz de favorecerle de alguna forma, puesto que a él 
no le beneficiará de manera directa que se sancione a un 
sujeto obligado en términos de la legislación de 
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13

transparencia.

28. Es así, porque aun cuando sea verdad que los particulares o 

gobernados tienen el derecho de presentar solicitudes en 

materia de transparencia, de ninguna manera puede perderse 

de vista que esa sola posibilidad no los coloca de forma 

automática como coadyuvantes del instituto relativo para 

vigilar el cumplimiento, mucho menos, para exigir la 

imposición de sanciones que, se insiste, son atribuciones 

propias de la autoridad que resuelve sobre el cumplimiento 

de los diferentes sujetos obligados en el cumplimiento de las 

cargas que les son inherentes.

29. Además, de ninguna manera puede perderse de vista que el 

objetivo de la legislación aplicable, consiste únicamente en 

que los interesados tengan acceso efectivo a la información 

pública que se encuentre en poder de las autoridades, 

dependencias, organismos y demás sujetos obligados, pero 

no le confieren al quejoso la atribución de coadyuvar de 

alguna forma en la imposición de sanciones a quienes 

incumplen con la obligación de proporcionar la información o 

datos peticionados, tal como se desprende del contenido de 

los artículos 1° y 2° de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado de Jalisco y sus municipios, 

que al efecto dispone:

“Artículo 1.° Ley - Naturaleza e Interpretación.

1. Esta ley es de orden e interés público, y reglamentaria de los 
artículos 6 y 16 párrafo segundo de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en lo relativo a datos personales 
en posesión de entes públicos, así como párrafo tercero, 9 y 15 
fracción IX de la Constitución Política del Estado de Jalisco.

2. La información materia de este ordenamiento es un bien del 
dominio público en poder del Estado, cuya titularidad reside en la 
sociedad, misma que tendrá en todo momento la facultad de 
disponer de ella para los fines que considere.
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3. El derecho de acceso a la información pública se interpretará 
conforme a la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; la Declaración Universal de los Derechos Humanos; 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos; la 
Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación Contra la Mujer, y demás instrumentos 
internacionales suscritos y ratificados por el Estado Mexicano y 
la interpretación que de los mismos hayan realizado los órganos 
internacionales especializados; así como lo dispuesto por la 
Constitución Política del Estado de Jalisco, favoreciendo en todo 
tiempo los principios pro persona y de máxima publicidad.

4. El ejercicio del derecho de acceso a la información no estará 
condicionado a que el solicitante acredite interés alguno o 
justifique su utilización, ni podrá condicionarse el mismo.

Artículo 2.° Ley – Objeto.

1. Esta ley tiene por objeto:

I. Reconocer el derecho a la información como un derecho 
humano y fundamental;

II. Transparentar el ejercicio de la función pública, la rendición de 
cuentas, así como el proceso de la toma de decisiones en los 
asuntos de interés público;

III. Garantizar y hacer efectivo el derecho a toda persona de 
solicitar, acceder, consultar, recibir, difundir, reproducir y publicar 
información pública, de conformidad con la presente ley;

IV. Clasificar la información pública en posesión de los sujetos 
obligados y mejorar la organización de archivos;

V. Proteger los datos personales en posesión de los sujetos 
obligados, como información confidencial, de conformidad con 
las disposiciones legales aplicables;

VI. Regular la organización y funcionamiento del Instituto de 
Transparencia, Información Pública del Estado de Jalisco;

VII. Establecer las bases y la información de interés público que 
se debe difundir proactivamente;
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VIII. Promover, fomentar y difundir la cultura de la transparencia 
en el ejercicio de la función pública, el acceso a la información, 
la participación ciudadana, así como la rendición de cuentas, a 
través del establecimiento de políticas públicas y mecanismos 
que garanticen la publicidad de información oportuna, verificable, 
comprensible, actualizada y completa, que se difunda en los 
formatos más adecuados y accesibles para todo el público y 
atendiendo en todo momento las condiciones sociales, 
económicas y culturales de cada región;

IX. Propiciar la participación ciudadana en la toma de decisiones 
públicas a fin de contribuir a la consolidación de la democracia; y

X. Establecer los mecanismos para garantizar el cumplimiento y 
la efectiva aplicación de las medidas de apremio y las sanciones 
que correspondan.
(…)”.

30. Como puede apreciarse, la invocada legislación persigue, 

entre otros objetivos, que los particulares tengan acceso a la 

información de carácter público, y puedan obtenerla a través 

de los entes autorizados para proporcionarla, así como 

favorecer la participación ciudadana para contribuir a la 

consolidación de la democracia, pero no se les confiere, a la 

vez, la posibilidad de participar activamente en la imposición 

de las sanciones previstas en dicha normatividad, pues no 

existe dispositivo alguno que así lo establezca. 

31. Es así, porque como acontecía anteriormente con los 

procedimientos de responsabilidad de los servidores públicos, 

aun cuando el denunciante tenía facultades o interés para 

formular alguna queja ante las autoridades correspondientes, 

esa sola posibilidad no les confería el interés necesario para 

impugnar en amparo indirecto la resolución que desechaba la 

instancia correspondiente, o concluía con alguna resolución 

que determina que no existió responsabilidad alguna, lo que 
no ocurre en la actualidad.

32. Pues, el Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito, 
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en la contradicción de tesis 4/2020, determinó que el 

denunciante tiene reconocida expresamente la calidad de 

parte, ya que de la interpretación funcional al diseño 

normativo del actual régimen 

de responsabilidad administrativa de los servidores públicos, 

el fin que se persigue con su incorporación en la relación 

jurídico procesal, acorde con los principios de interpretación 

más favorable a la persona, el denunciante posee interés 

jurídico para acudir al juicio de amparo indirecto a combatir el 

auto en que se niegue el inicio de la investigación, así como 

en el que se ordene la conclusión y archivo de la misma por 

falta de elementos, por cuanto tales determinaciones 

representan un obstáculo para que aquél pueda ejercer el 

derecho subjetivo que la ley le confiere en la segunda etapa, 

esto es, en el procedimiento disciplinario 

de responsabilidad en sentido estricto.

33. Es aplicable la jurisprudencia PC.I.A. J/177 A (10a.), emitida 

por el citado pleno, Undécima Época, publicada en la Gaceta 

del Semanario Judicial de la Federación, Libro 5, Septiembre 

de 2021, Tomo II, página 2648, que establece:

“RESPONSABILIDAD DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. 
EL DENUNCIANTE DE HECHOS A QUE HACE 
REFERENCIA LA LEY GENERAL DE 
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS, POSEE 
INTERÉS JURÍDICO PARA IMPUGNAR EN AMPARO 
INDIRECTO, LA NEGATIVA A INICIAR UNA 
INVESTIGACIÓN, ASÍ COMO LA DECISIÓN QUE 
ORDENA SU CONCLUSIÓN Y ARCHIVO, POR FALTA 
DE ELEMENTOS. Hechos: Los Tribunales Colegiados de 
Circuito contendientes analizaron si el denunciante de 
hechos a que hace referencia la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas, contaba con interés 
jurídico para impugnar a través del juicio de amparo 
indirecto, el auto que negaba iniciar una investigación, así 
como su conclusión y archivo por falta de elementos, y 
arribaron a conclusiones diferentes, pues mientras uno 
determinó que sí contaba con interés jurídico para 
promover el juicio de amparo indirecto en contra del 
proveído que negaba iniciar la investigación, el otro estimó 
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que el denunciante carecía de dicho interés para 
controvertir la decisión de tener por concluida y ordenar el 
archivo de la misma por falta de elementos. Criterio 
jurídico: El Pleno en Materia Administrativa del Primer 
Circuito determina que el denunciante de hechos a que se 
refiere la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas sí tiene interés jurídico para impugnar en 
amparo indirecto la negativa de la autoridad a iniciar una 
investigación, así como la decisión de darla por concluida o 
archivarla por falta de elementos. Justificación: Del análisis 
integral efectuado a la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, se aprecia que si bien no define con 
claridad el grado de intervención que el denunciante tiene 
dentro de la etapa de investigación, como sí lo hace 
respecto del procedimiento administrativo de 
responsabilidad, en el cual aquél tiene reconocida 
expresamente la calidad de parte, lo objetivamente cierto 
es que de una interpretación funcional al diseño normativo 
del actual régimen de responsabilidad administrativa de los 
servidores públicos, y al fin que se persigue con su 
incorporación en la relación jurídico procesal, acorde con 
los principios de interpretación más favorable a la persona, 
el denunciante posee interés jurídico para acudir al juicio de 
amparo indirecto a combatir el auto en que se niegue el 
inicio de la investigación, así como en el que se ordene la 
conclusión y archivo de la misma por falta de elementos, 
por cuanto tales determinaciones representan un obstáculo 
para que aquél pueda ejercer el derecho subjetivo que la 
ley le confiere en la segunda etapa, esto es, en el 
procedimiento disciplinario de responsabilidad en sentido 
estricto”. 

34. Lo anterior, aplicado por analogía al presente supuesto, 

implica que, así como ocurría con los señalados 
procedimientos de responsabilidad, acontece tratándose 
de las peticiones de información solicitadas en términos 
de la invocada legislación de transparencia, puesto que 
igualmente se trata de un derecho conferido a los 
particulares para acceder a información de carácter 
público, pero no para participar o intervenir de forma 
activa en la imposición de las sanciones que puedan 
resultar aplicables a los sujetos obligados que incumplan 
o retarden el envío de los datos peticionados, pues 

igualmente debe considerarse que se trata de facultades 

discrecionales que únicamente le corresponden al propio 

instituto de transparencia responsable, e independientemente 
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de ello, no existe precepto alguno que le otorgue a los 
gobernados la posibilidad de participar en la referida 
imposición de sanciones. 

35. Por el contrario, del contenido del artículo 35, punto uno, 
fracción XXV4, se advierte que es una atribución propia 
del instituto el vigilar el cumplimiento de la invocada 
legislación y su reglamento.

36. En cambio, no se advierte que los gobernados o 
solicitantes de información tengan atribuciones para 
verificar el cumplimiento estricto de las disposiciones 
legales de transparencia. 

37. En esas condiciones, la parte quejosa no acreditó tener un 

interés legítimo en que se impusieran las sanciones 

aplicables al partido político que se identificó como sujeto 

obligado, puesto que, se insiste, a lo sumo tendría el interés 

simple que le compete a cualquier ciudadano interesado en el 

exacto cumplimiento de la normatividad aplicable. 

38. No significa obstáculo alguno para arribar a la anterior 

conclusión, que las propias legislaciones de transparencia le 

confieren el interés jurídico para solicitar la información, pues 

en el caso no constituye la materia del debate la 
posibilidad de acudir a solicitar información, sino 
únicamente de controvertir el sentido de la determinación 
emitida en materia de transparencia, para sancionar a las 

4 “Artículo 35. Instituto – Atribuciones.

1. El Instituto tiene las siguientes atribuciones:

[…]

XXV. Vigilar el cumplimiento de la Ley y su Reglamento;

(…)”.

L
U

IS Á
N

G
E

L
 G

O
N

Z
Á

L
E

Z
 PL

A
SC

E
N

C
IA

70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.37.bd
15/05/26 18:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



19

autoridades y demás sujetos obligados que incumplan o 
proporcionen información fuera de los plazos otorgados 
para ello.

39. Además, es cierto que es procedente el amparo contra la 

omisión de la autoridad de dar respuesta a una solicitud de 

información en materia de transparencia5; pero también lo es 

que ello sólo acontece cuando se alega en la demanda 

alguna violación directa al derecho de petición, pero no 

sucede lo mismo cuando lo que se pretende debatir es, como 

ya se ha dicho, la omisión del instituto de transparencia 

responsable, de sancionar a los sujetos obligados que 

incurran en omisiones, retardos o incumplimientos al 

momento de proporcionar la información requerida por los 

particulares. 

40. Por lo que quienes realizan alguna solicitud de información 

como la comentada, carecen de interés legítimo para 
acudir al sumario constitucional a debatir la falta de 
imposición de sanciones a cargo de los sujetos 
obligados, ya que su interés se vincula con un interés simple 

referente a toda la sociedad del Estado de Jalisco, lo cual no 

constituye ni puede asimilarse al interés legítimo que el 

artículo 107 constitucional, fracción I, establece como 

requisito de procedencia del juicio de amparo, por lo que es 

incuestionable que no es procedente el juicio de derechos 

fundamentales al materializarse la causa de improcedencia 

en estudio.

5 “ACCESO A LA INFORMACIÓN. EL JUICIO DE AMPARO 
PROCEDE CONTRA LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD DE DAR 
RESPUESTA A UNA SOLICITUD DE ESA NATURALEZA, CUANDO 
SE ALEGA EN LA DEMANDA VIOLACIÓN DIRECTA AL DERECHO 
DE PETICIÓN (LEGISLACIONES DE SAN LUIS POTOSÍ Y 
FEDERAL)”.
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41. Es aplicable la tesis Aislada III.7o.A.32 A (10a.), emitida por 

el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Tercer Circuito, Décima Época, publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación, de rubro y texto:

“TRANSPARENCIA, INFORMACIÓN PÚBLICA Y 
PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO 
DE JALISCO. EL SOLICITANTE DE INFORMACIÓN 
CARECE DE INTERÉS LEGÍTIMO PARA RECLAMAR EN 
AMPARO INDIRECTO LA OMISIÓN DEL INSTITUTO 
RELATIVO DE SANCIONAR ECONÓMICAMENTE A LOS 
SUJETOS OBLIGADOS, POR EL INCUMPLIMIENTO O 
RETARDO EN LA PUBLICACIÓN DE LOS DATOS 
REQUERIDOS. De las tesis aisladas 1a. XLIII/2013 (10a.) y 
2a. XVIII/2013 (10a.), sustentadas por la Primera y la 
Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, respectivamente, se advierte que el interés legítimo 
es aquel interés de naturaleza personal, individual o 
colectiva, cualificado, actual, real y jurídicamente relevante, 
que puede traducirse, en caso de concederse el amparo, 
en un beneficio jurídico en favor del quejoso; en otras 
palabras, conlleva la obligación de acreditar una afectación 
directa a la esfera jurídica del impetrante, en virtud de la 
especial situación que éste guarda frente al orden jurídico, 
a diferencia del interés simple, que es el que puede tener 
cualquier persona por alguna acción u omisión del Estado 
pero que, en caso de satisfacerse, no se traducirá en un 
beneficio personal para el interesado. Por tanto, si el 
quejoso reclama en amparo indirecto la omisión atribuida al 
Instituto de Transparencia, Información Pública y 
Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco en la 
emisión de la resolución que declaró cumplido el deber a 
cargo de algún sujeto obligado de proporcionar la 
información solicitada, pero exclusivamente se duele de 
que no se hubiera impuesto a éste alguna de las sanciones 
económicas previstas en la Ley de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus 
Municipios, por el incumplimiento o retardo en la 
publicación de los datos requeridos, es incuestionable que 
no acredita su interés legítimo, pues aunque sea quien 
motivó la instauración del procedimiento que da lugar a la 
emisión del fallo controvertido, no puede soslayarse que, 
en términos del artículo 35, punto 1, fracción XXV, de dicha 
ley, la atribución de vigilar el cumplimiento de ésta y de su 
reglamento recae exclusivamente en el propio instituto; de 
ahí que la omisión destacada, aun cuando se concediera el 
amparo para obligar a la responsable a imponer alguna 
sanción, no sería capaz de originarle un beneficio jurídico al 
quejoso, lo cual se traduce en la existencia de un interés 
simple, que le corresponde a cualquier ciudadano para 
supervisar el cumplimiento de la normatividad en la 
materia”.
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42. Similar criterio sostuvo el Séptimo Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver la 

revisión principal revisión principal 8/2019, por ejecutoria 

dictada el 28 de marzo de 2019. 

43. En las narradas condiciones, al actualizarse la causa de 

improcedencia prevista en la fracción XII del artículo 61 de 
la Ley de Amparo, en términos de lo establecido en la 
fracción I, del artículo 5o, de esa ley, resulta procedente 

sobreseer en el juicio, en términos de lo previsto en el 

artículo 63, fracción IV, de la ley de la materia.

44. Por lo expuesto y con fundamento, además, en los artículos 

61, 62, 63, 74 y 75 de la Ley de Amparo, se resuelve:

45. ÚNICO. Se sobresee en el juicio de amparo.

Notifíquese.

Así lo resolvió y firma Oscar Alvarado Mendoza, Juez 

Séptimo de Distrito en Materias Administrativa, Civil y de 

Trabajo en el Estado de Jalisco, asistido de Luis Ángel 
González Plascencia, Secretario quien autoriza y da fe.

Vo.Bo.

El Secretario del Juzgado Séptimo de Distrito en Materias Administrativa, Civil y de 
Trabajo en el Estado de Jalisco, HACE CONSTAR: Que la hora de cierre de la 
audiencia no coincide con la hora de la evidencia criptográfica, por no permitirlo las 
labores de este órgano jurisdiccional. Conste.

Razón. El Secretario hace constar que en la misma fecha se gira el oficio 28068, a fin 
de notificar la sentencia que antecede. Conste.
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Pública  Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información
considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra  en el
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